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ACTA Nº 21-12
Sesión celebrada el 18 de junio de 2012
Acta de la sesión ordinaria número veintiuno de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con cinco minutos del dieciocho de junio del dos mil doce.  
Miembros presentes: Dr. Gary Amador Badilla, Presidente; Dra. Ligia Roxana Sánchez Boza, Vicepresidenta; Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria; Lic. Álvaro Sánchez González, Prosecretario; M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, Tesorero;  Lic. Francisco Rodríguez Araya, Vocal I; M.Sc. Juan Carlos Brenes Vargas, Vocal III; M.Sc. María Cristina Gómez Fonseca, Vocal IV; Licda. Rocío Leiva Trejos, Fiscal. 
Miembros ausentes con justificación: Licda. Nazira Merayo Arias, Vocal II; M.Sc. Eduardo Calderón Odio, Vocal V.
Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Annia Picado Mesén. Secretaria de Actas.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria Nº 21-12, del 18 de junio de 2012.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.-Comprobación de quórum e inicio de sesión,             2.-Aprobación de Agenda Presidencia, 3.- Lectura y Aprobación del acta 20-2012, del 11 de junio de 2012; 4.- Correspondencia,  5.- Informe de la Comisión de Aranceles, 6.- Estados Auditados Periodo 2011, 7.-Informe de Presidencia, 8.- Informe de Directores y Directoras, 9.-Informe de la Dirección Ejecutiva, 10-Asuntos Breves de Fiscalía. 
SE ACUERDA 2012-21-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el          Dr. Gary Amador Badilla.  Se modifica la agenda para que los  Estados Auditados Periodo 2011, se pase para el punto 4). Siete votos. 
El M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico, antes de la aprobación del acta, procede a explicar las consultas de los señores Directores y Directoras con respecto a la lista de solicitudes de incorporaciones presentadas en la sesión anterior. 

Al ser las dieciocho horas con dieciocho minutos se retira el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez.
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 20-12, DEL 11 DE JUNIO DEL 2012.
Al ser las dieciocho horas con veinte minutos ingresa el MSc. Juan Carlos Brenes Vargas. 

Revisada el acta 20-12 del 11 de junio del 2012 por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 
SE ACUERDA 2012-21-002 Aprobar el acta 20-12 celebrada el 11 de junio del 2012, con las observaciones realizadas por los señores Directores y Directoras. Ocho votos. 
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA. 
Al ser las dieciocho horas con cuarenta y nueve minutos ingresa la Licda. Rosibel Jara Velásquez. 

ARTICULO 4)  ESTADOS AUDITADOS PERIODO 2011. 

El Dr. Gary Amador Badilla, destaca del Informe la parte de la Opinión de los Auditores Externos que indica: “En nuestra opinión, los Estados Financieros mencionados presentan razonablemente en todos sus aspectos importantes, la situación financiera del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, al 31 de diciembre del 2011 así como los resultados de sus operaciones y sus flujos de efectivo por los años terminados en esas fechas, de conformidad con Principios de Contabilidad de aceptación general, los cuales conforman un marco de referencia de la información financiera distinto a las Normas Internacionales de Información Financiera”.
 
Externa además cordial felicitación al MSc. Juan Carlos Brenes Vargas y MSc. Eduardo Calderón Odio, quienes participaron el año pasado en la Comisión de Finanzas e Inversiones. 
El Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, procede a explicar los resultados de de la Auditoria Externa, para el periodo terminado al 31 de diciembre del 2011, los cuales estuvieron a cargo del Despacho Castillo-Dávila, Asociados. Enfatiza que en el comparativo del año 2010, los excedentes contables consolidados de Fondo Común y Fondo Mutualidad, se obtuvieron ¢84.235.182 y en el 2011 los excedentes contables consolidados fueron de ¢525.000.00. Recuerda que en el año 2009 existió un déficit financiero,  por lo que se recibió el Colegio en crisis y fue necesario tomar medidas drásticas que estabilizaron la Corporación a partir del año 2010. El año 2011, es un año de consolidación, donde el Fondo Común tiene ¢499.147.397. Aclara que se presentan excedentes y que el Colegio ha cumplido con sus objetivos con economía. El Dr. Gary Amador Badilla, indica la importancia que tiene poder contar a partir del 2010 con un superávit,  y que no se han dejado de ejecutar los proyectos del Colegio como son la Plataforma Virtual, traslado de Sedes a mejor condiciones, Cursos, Seminarios, se ha triplicado la oferta académica, todo sin desmejorar áreas del Colegio.  Con respecto a la Carta de Gerencia, señala que se deben tomar en cuenta.

                                     

Los señores Directores y Directoras, realizan comentarios y consideraciones sobre el informe rendido. 

El Lic. Francisco Rodríguez Araya, externa que también ve con agrado los resultados de la auditoría externa, que evidentemente refleja el trabajo realizado por la anterior Junta Directiva, en cuanto con el grado de riesgo de estados financieros y prácticamente de 10 variables analizadas, las califica con riesgo bajo y tres con riesgo medio. Situación que presenta la solidez y excelente situación financiera con que cuenta el Colegio, hecho que en gran medida se debe a la Junta Directiva anterior que realizó un gran esfuerzo en consolidar el Colegio. Finalmente recomienda que se efectúe un cronograma de implementación de las recomendaciones. 
  
El M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, reconoce la importancia del resultado de la Auditoría externa, evidentemente demuestra el buen tino que tuvo la Junta Directiva anterior,  y  que pese a que es difícil llevar el orden de las finanzas, con las herramientas de trabajo que tiene el Colegio, como lo es el software financiero contable que es del año 1984, se ha hecho un gran trabajo de la parte administrativa, dada esas limitantes. La Comisión de Finanzas e Inversiones, destaca la posibilidad de que el Colegio presente una importante evolución, con un nuevo software financiero contable. 
 
El Dr. Gary Amador Badilla, somete a consideración dar por recibido el informe de la Auditoría Externa y que se proceda con la implementación de las recomendaciones. 
 
SE ACUERDA 2012-21-003  a) Se tienen por  recibidos los informes presentados por  el Despacho Castillo-Dávila, Asociados, sobre los resultados de la Auditoria Externa, para el periodo terminado al 31 de diciembre del 2011. b) Que la Dirección Ejecutiva en coordinación con la Dirección Financiera, implementen de manera inmediata las recomendaciones consignadas en la Carta de Gerencia emitida por el Despacho Castillo-Dávila, Asociados. Dichas recomendaciones quedan adjuntas a los documentos del acta. Plazo 2 meses. c) Comunicar a los agremiados y agremiadas mediante la página Web del Colegio, los resultados de la Auditoría Externa 2011. Nueve  votos. Responsable: b) Director Ejecutivo, Dirección Financiera. Departamento de Contabilidad. c) Departamento de Comunicación.
Al ser las diecinueve horas con once minutos se retira el MSc. Juan Carlos Brenes Vargas. 
ARTICULO 5)  CORRESPONDENCIA.
1. Informe AL-125-2012, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, donde indica que mediante nota. AJB-004-12, el señor Arturo Fournier Facio, remite al señor Director Ejecutivo, José Luis Meneses Rímola, misiva en relación con la actividad por medio de la cual, la Caja Costarricense de Seguro Social está actuando en relación a los profesionales en derecho y que se encuentran integrando parte de un Bufete. Al respecto señala la nota del señor Fournier Facio:“(…) Luego de que terminara el convenio del Colegio de Abogados con la CCSS, el Colegio nos recomendó que nos afiliáramos bajo la modalidad de “independiente”, a fin de gozar de la cobertura de la Seguridad Social. Así lo he hecho durante los últimos años, pagando puntualmente mis obligaciones. Sin embargo, a fines del año pasado nos visitó una inspectora de la CCSS, alegando que no aceptan tal modalidad, y que todos los abogados debemos de asegurarnos como “empleados” del Bufete donde trabajamos. Me parece que este accionar de la Caja puede perjudicar a todo-as lo-as colegas del país, por que el funcionamiento de los Bufetes no es bajo el concepto de patrono-empleado, sino que los Bufetes son uniones de abogados, para darse apoyo mutuo, compartir experiencias, conocimientos y gastos de operación. Así las cosas, le ruego interponer sus buenos oficios, para que la Institución aseguradora comprenda la naturaleza de un Bufete, y enmiende su actitud. (…)” SOBRE EL FONDO: Guillermo Cabanellas Torres, define al Bufete así:“Bufete: Estudio o despacho de un abogado. | Clientela del mismo (Dic. Acad)”Manuel Ossorio, lo define en los mismos términos. E igualmente lo hace la Real Academia Española de la Lengua. Por su parte, las Normas de la Unión internacional de Abogados para la Práctica legal internacional para los abogados establecidos fuera de su país, lo define en los siguientes términos:  “d.-) “Bufete” significa el ejercicio individual o en asociación, sociedad u otro tipo de entidad que incluya uno o más abogados que ofrezcan servicios legales a clientes distintos de su empleador, a cambio de honorarios. El bufete debe hacer uso regular de un local en el país desde el cual preste sus servicios a los residentes del propio país, o debe haber prueba contundente de que el bufete procura activamente encontrar en el país anfitrión clientes potenciales en el mismo, a fin de que el país anfitrión regule las actividades del bufete y de sus abogados tal como se establece en estas Normas.” De las anteriores definiciones se concluye que existe una diferencia entre lo que tradicionalmente se conoce como un Bufete, y lo que se entiende propiamente como una firma de abogados. En cuanto al primero, ha de entenderse por tal (Bufete) la oficina del profesional en derecho que reúne un grupo de colaboradores de distinta naturaleza. Esta oficina puede estar constituida por un abogado o abogada, o por varios. Cuando está conformada por varias personas abogadas, se debe entender que dicha asociación se da para fines distintos al meramente mercantil, pues su razón de ser está más que todo dirigida a la unión o confraternidad gremial. Se pretende con dicha unión el estrechar lazos de cooperación profesional o académica. En cambio, cuando se habla de Firma de abogados se hace alusión a la denominación comúnmente utilizada para designar a empresas que brindan servicios jurídicos con una plantel fijo de letrados o abogados, integrados a la compañía mediante contrato o mediante acuerdo expreso de asociación. Lo usual en estas firmas es la existencia de una jerarquía entre los propios profesionales que la conforman, de tal suerte que a medida que las abogadas y los abogados ganan experiencia, ascienden en esa gradación de la empresa hasta conseguir ser socios o miembros de un grupo interno de dirección. En el caso de que el abogado pase a formar parte de la Sociedad y logre tener un porcentaje del Capital social de la empresa sus ingresos estarán vinculados con los ingresos de la compañía. Las firmas de abogados suelen escoger tipos societarios diferentes de los habituales (sociedad anónima, sociedad de responsabilidad limitada o sociedad de servicios profesionales) y muchas veces optan por opciones menos reguladas, como la sociedad colectiva o sociedad comanditaria. En este tipo de asociaciones, para la categorización del abogado según su grado de experiencia, se suelen utilizar nombres como socio (caso de los propietarios de la firma), asociados (caso de abogados especialistas con participación en las ganancias pero sin derechos políticos o bien abogados externos que prestan sus servicios a la firma en casos especiales); "junior" (caso de los abogados con menor experiencia y que se encuentran subordinados a los socios o "senior"). La utilidad de éste tipo de asociaciones, es que respecto al cliente o usuario, éste puede acceder a un grupo de abogados que manejan distintas áreas del Derecho con algún mayor o menor grado de especialización. Sin embargo, a su vez tiene como consecuencia la despersonalización de la labor desempeñada por el abogado, ya que éste no conoce de forma integral los casos del cliente, sino sólo aquellos que por área de conocimiento o dedicación aborda. Con lo anterior decimos que los Bufetes (que también pueden estar constituidos por asociaciones de profesionales, tal y como lo dijimos) no son entes patronales, y en consecuencia, sus integrantes Abogados y Abogadas no son empleados de éste, a diferencia de lo que, en principio, si sucede en las denominadas Firmas de Abogados. Más claro aún, los Bufetes en nuestro medio no son figuras a través de las cuales sus asociados -cuando está conformado por varias personas abogadas- crean una persona jurídica aparte, quien luego los emplea para prestar el servicio profesional a cargo de un grupo de dirección. El Bufete no es una figura jurídica, es una asociación de hecho con fines puramente gremiales, no crematísticos, que no constituye un ente empleador de los asociados por libre voluntad e intereses de naturaleza profesional. Ahora bien, no podemos descartar que en nuestro medio existan Firmas de Abogados a las que por razones de imagen se les de el nombre de Bufete. Es solamente en el caso de las Firmas de Abogados que correspondería a la agrupación el pago de las cargas sociales de sus trabajadores abogados, y las respectivas retenciones patronales de la parte proporcional que deben aportar a la Seguridad Social. No sucede lo mismo en el caso de los Bufetes. De allí que en el presente caso, la CCSS no puede exigir la afiliación de los abogados y abogadas que conforman el Bufete bajo la modalidad de empleados, simplemente, porque no lo son. Tal exigencia constituye un abuso o una desviación de poder. No se debe perder de vista que, en todo caso, la CCSS tiene la carga de la prueba a fin de demostrar, previo a realizas las exigencias que ha hecho, que efectivamente los profesionales asociados al Bufete del Lic. Fournier Facio son empleados, tal y como lo supone el inspector.
SE ACUERDA 2012-21-004 Trasladar a la Comisión de Bufetes, el Informe AL-125-2012, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, donde indica que mediante nota AJB-004-12, el señor Arturo Fournier Facio, remite al señor Director Ejecutivo, José Luis Meneses Rímola, misiva en relación con la actividad por medio de la cual, la Caja Costarricense de Seguro Social está actuando en relación a los profesionales en derecho y que se encuentran integrando parte de un Bufete. Lo anterior con la finalidad que dicha Comisión lo analice y emita un informe al respecto. Ocho votos. Responsable: Comisión Bufetes. 
2. Nota DE-C-236-2012, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, mediante el cual somete a consideración la propuesta para la fecha  de convocatoria,  recepción de documentos del premio Alberto Brenes Córdoba  premio a la mejor obra jurídica inédita, la cual se otorga cada tres años, el último premio dado fue en el año 2010 y corresponde entregarlo nuevamente en el 2013, no obstante la convocatoria debe realizarse en la primera semana del mes de julio. Propuesta: Fecha publicación de la convocatoria: 02 de julio del 2012. Recepción de obras: del 01 de agosto al 30 de noviembre del 2012.
SE ACUERDA 2012-21-005 Que la fecha de publicación para la convocatoria de recepción de documentos para el Premio Alberto Brenes Córdoba,  premio a la mejor obra jurídica inédita, sea el 02 de julio del 2012 y la recepción de obras: del 01 de agosto al 30 de noviembre del 2012. Ocho votos. Responsable: Dirección Ejecutiva. Proveeduría. 
3. Nota GC 006-2012, suscrita por Gestión de Cobro y Dirección Ejecutiva, mediante la cual con base en el acuerdo 2011-19-013 donde se aprueba la recomendación de la Auditoría Externa, de crear una Reserva para Incobrables del 1% mensual sobre el monto total adeudado por las personas agremiadas que se encuentran suspendidas. Presenta el caso del Lic. Rubén Jiménez Barrientos carné 11652, para que el monto adeudado se aplique a la reserva de incobrables. Se incorporo el 31 de Julio del 2000, canceló cuotas hasta el mes de diciembre del 2007, el 02 de abril del 2008, fallece.  La oficina del INS del Colegio   indica  que  la  póliza de vida del  Licenciado Jiménez  Barrientos  prescribió  debido  a  que  pasaron  4 años de fallecido y no se  efectuó el debido reclamo por parte de los familiares. El saldo pendiente al día de hoy es de ¢10.000. 

SE ACUERDA 2012-21-006 Tomando en cuenta que el Lic. Rubén Jiménez Barrientos falleció y que contaba con una deuda de  ¢10.000, por concepto de cuota de colegiatura, se autoriza tal y como lo solicitan la Dirección Ejecutiva y Gestión de Cobros, a trasladar el monto adeudado a la reserva para incobrables según acuerdo 2011-19-013. Lo anterior debido a que según informa la Oficina de Seguridad Social del Colegio,   la  póliza de vida del  Licenciado Jiménez  Barrientos  prescribió  debido  a  que  pasaron  4 años de fallecido y no se efectuó el debido reclamo por parte de los familiares y no tiene ahorro acumulado. Ocho votos. Responsable: Departamento de Contabilidad.

4. Nota GC 007-2012, suscrita por Gestión de Cobro y Dirección Ejecutiva, mediante la cual con base en el acuerdo 2011-19-013 donde se aprueba la recomendación de la Auditoría Externa, de crear una Reserva para Incobrables del 1% mensual sobre el monto total adeudado por las personas agremiadas que se encuentran suspendidas. Presenta el caso del Lic. Gerardo Enrique Ortiz Sandi carné 17301, para que conforme el monto adeudado se aplique a la reserva de incobrables. Se incorporo el  30 de octubre del 2006, canceló cuotas hasta el mes de diciembre del 2010, el 31 de octubre del 2011, fallece.  La oficina del INS del Colegio indica  que  la  póliza de vida del Lic. Ortiz Sandi fue cancelada por falta de pago de las cuotas. El saldo pendiente al día de hoy es de ¢33.000. 
SE ACUERDA 2012-21-007 Tomando en cuenta que el Lic. Gerardo Enrique Ortiz Sandi falleció y que contaba con una deuda de  ¢33.000, por concepto de cuota de colegiatura, se autoriza tal y como lo solicitan la Dirección Ejecutiva y Gestión de Cobros, a trasladar el monto adeudado a la reserva para incobrables según acuerdo 2011-19-013. Lo anterior debido a que según informa la Oficina de Seguridad Social del Colegio, la  póliza de vida del Lic. Ortiz Sandi fue cancelada por falta de pago de las cuotas y no tiene ahorro acumulado.  Ocho votos. Responsable: Departamento de Contabilidad.
5. Nota CA-020-2012, suscrita por el MSc. Rolando Soto Castro, Coordinador Comisión Académica, mediante el cual indica que en sesión celebrada el día jueves 14 de junio del año en curso se expuso la situación sobre el comportamiento de los cursos de Educación Jurídica Continua ofrecidos en Sedes Regionales, la cual se sintetiza en que ha habido poca acogida a los mismos. Luego de discutido el tema y en aras de optimizar la respuesta de los agremiados se acordó “001-07-2012. Sugerir a la Junta Directiva se establezca la duración de los cursos de sedes regionales, en 8 horas, a un costo no menor de quince mil colones (¢15.000.00) para agremiados y diez mil colones (¢10.000.00) para estudiantes. Asimismo, los honorarios del profesor serán por la suma de cien mil colones (¢100.000.00)”. 

Discutida que fuera la propuesta de la Comisión Académica se llega al siguiente acuerdo:

SE ACUERDA 2012-21-008 Con respecto a la propuesta de la Comisión Académica, realizada mediante acuerdo 001-07-2012, se establece que el costo de los cursos de Educación Jurídica Continua  tendrán un costo mínimo no menor de quince mil colones ¢15.000.00 y ¢10.000.00 los impartidos mediante videoconferencia. Precio que podrá aumentar  según el tipo de curso,  la duración del mismo y costos operativos del Colegio.  Dicho precio mínimo de quince mil colones ¢15.000.00 se cobrará a los estudiantes de derecho universitarios que deseen matricularse, sólo en las Sedes Regionales, teniendo preferencia en la matrícula los abogados y abogadas.  Rige a partir del 01 de Julio 2012. Ocho votos. Responsable: Dirección de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. Dirección Académica. Dirección de Finanzas. 
6. Nota CA-021-2012, suscrita por el MSc. Rolando Soto Castro, Coordinador Comisión Académica, mediante el cual transcribe acuerdo “003-07-2012. Comunicar a la Junta Directiva que el proyecto de ley de examen de incorporación a los colegios profesionales, expediente legislativo número 17.192, fue archivado definitivamente, por lo que no se hace la revisión solicitada”. 

Al respecto se toma nota. 

7. El M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, presenta las siguientes notas de solicitud de incorporación extraordinaria: 

a) Oficio DAI-194-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del             Lic. Mariano José Ruiz Trejos, graduado en la Universidad Hispanoamericana. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-21-009 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Mariano José Ruiz Trejos, graduado en la Universidad Hispanoamericana. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesado, Departamento de Incorporaciones.  
b) Oficio DAI-195-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del             Lic. Esteban Víquez Vargas, graduado en la Universidad Fidélitas. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-21-010 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Esteban Víquez Vargas, graduado en la Universidad Fidélitas. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesado, Departamento de Incorporaciones.

c) Oficio DAI-196-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del             Lic. Luis Carlos Núñez Herrera, graduado en la Universidad Fidélitas. Cumple con los requisitos para la incorporación
SE ACUERDA 2012-21-011 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Luis Carlos Núñez Herrera, graduado en la Universidad Fidélitas. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesado, Departamento de Incorporaciones.

d) Oficio DAI-197-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del             Lic. Daniel Ignacio Clara Rodríguez, graduado en la Universidad Federada de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación. 

SE ACUERDA 2012-21-012 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Daniel Ignacio Clara Rodríguez, graduado en la Universidad Federada de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesado, Departamento de Incorporaciones.

e) Oficio DAI-187-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del             Lic. Walter Antonio Guido Espinoza, graduado en la Universidad Hispanoamericana. Cumple con los requisitos para la incorporación. 

SE ACUERDA 2012-21-013 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Walter Antonio Guido Espinoza, graduado en la Universidad Hispanoamericana. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesado, Departamento de Incorporaciones.

f) Oficio DAI-198-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del             Licda. Alexandra Zúñiga Mora, graduada en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación. 

SE ACUERDA 2012-21-014 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Alexandra Zúñiga Mora, graduada en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Ocho votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Presidencia. Interesado, Departamento de Incorporaciones.

8. Nota suscrita por la MBA. Merari Herrera Campos, Proveedora General, mediante la cual informa que con relación a la contratación de una empresa que brinde servicios de seguridad en la Sede del Colegio ubicada en Puntarenas, se procedió con la confección de la Licitación Abreviada No. 2012LA-000005-CAB denominada “Servicios de Seguridad y Vigilancia para la Sede Puntarenas del Colegio de Abogados de Costa Rica”, se realizó invitación por medio de publicación en el Diario Oficial La Gaceta número 92 del día lunes 14 de mayo de 2012, se recibieron siete ofertas de las cuales solo seis de ellas son elegibles, esto dado a que se solicitaron varias subsanaciones. Únicamente las empresas: Seguridad y Vigilancia SEVIN, Ltda.; Servicios Múltiples Bena, S.A. -Seguridad ALFA, S.A.; Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Especializados, S.A.; Consorcio de Información y Seguridad, S.A.; JW Investigaciones, S.A. y Seguridad Rajoma SPS, S.A., son las ofertas elegibles para este concurso. Se recomienda la adjudicación a la empresa Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Especializado, S.A., por un monto total anual de ¢11.040.000,00 (once millones cuarenta mil colones exactos), la cual obtuvo 100 puntos de los 100 posibles. Se adjunta cuadro comparativo. 
SE ACUERDA 2012-21-015 Adjudicar a la empresa Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Especializado S.A., dentro de la Licitación Abreviada N° 2012LA-000005-CAB, denominada "Servicios de Seguridad y Vigilancia para la Sede de Puntarenas del Colegio de Abogados de Costa Rica" por la suma de once millones cuarenta mil colones exactos (11.040.000.00), quien además obtuvo la máxima puntuación. Además, se cumplieron con los requerimientos, formalidades y los plazos de la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento, así como la existencia del presupuesto para la contratación. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Proveeduría. Departamento de Finanzas. 
ARTICULO 6)  INFORME DE ARANCELES. 

5.1 Consulta de honorarios formulada por los señores Víctor Estrada Mena y Lorena Carballo Esquivel, contra los Licenciados Federico Campos Calderón y Daniel Soley Gutiérrez. Expediente: 24-2012. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. 

Resultando:
1. Conoce esta Comisión de la consulta formulada por los señores Víctor Estrada Mena y Lorena Carballo Esquivel contra los Licenciados Federico Campos Calderón y Daniel Soley Gutiérrez. 

2. Consultan los señores Víctor Estrada Mena y Lorena Carballo Esquivel cual es el monto a cancelar a los Licenciados por un proceso penal de abusos sexuales contra menor de edad, así como funciones diversas llevadas a cabo en proceso de pensión alimenticia y violencia doméstica. 

Redacta el Dr. Juan Carlos Esquivel:

Considerando:
1. En relación a la consulta planteada, hay que hacer la distinción entre la consulta por el monto a cancelar sobre el proceso penal por el delito de abusos sexuales contra menor de edad, en el cual se designaron como abogados a los Licenciados Federico Campos Calderón y Daniel Soley Gutiérrez, y luego el monto correspondiente a cancelar por las labores diversas que se llevaron a cabo en los procesos de pensión alimenticia y violencia intrafamiliar. 

2. De conformidad con los correos electrónicos presentados por ambas partes, y de conformidad con el Decreto 36562-JP, el artículo 5 para los efectos del tema que tratamos indica: 

“Artículo 5: Contratos de Servicios Profesionales: (…)La responsabilidad por las actuaciones conjuntas será solidaria entre todos los profesionales intervinientes, con las excepciones que resulten de las leyes u otras normas de rango inferior, y salvo que se demuestre que ésta es imputable sólo a alguno o algunos de los Abogados (as) contratados. Los profesionales que actúen en forma conjunta deberán asegurarse de que quienes intervengan con ellos no se encuentren legalmente impedidos al momento de brindar sus servicios.

La responsabilidad siempre recaerá sobre el profesional contratado y/o firmante en la actuación requerida, aún y cuando esta última se hubiere realizado en nombre de un bufete, sociedad, consorcio o cualquier otra entidad que de hecho o de derecho cuente con profesionales, los agrupe o asocie, para brindar servicios de abogacía; lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que también pudiera corresponderle a dichas entidades.”

3. Según lo que se desglosa del correo entre los consultantes y el Licenciado Soley del día 10 de Agosto de 2011, en el mismo se detallan los procesos, los montos y la forma de pago de los honorarios de los mismos. De conformidad con el artículo 5 del Decreto 36562-JP, respecto a este punto, dice: 

“Artículo 5.- Contratos de Servicios Profesionales. El contrato escrito entre el Abogado (a) y su cliente constituye la forma idónea para determinar y probar los alcances de la labor profesional a cumplir y el monto que conforme a este Arancel se haya establecido en cada caso. 

Los honorarios profesionales no podrán ser inferiores a los porcentajes o montos mínimos establecidos en el presente Arancel. Sin embargo, según la naturaleza del asunto y su grado de complejidad, el profesional y su cliente podrán convenir montos superiores a los establecidos en este Arancel, siempre que conste en convenio escrito que contenga: el objeto detallado del servicio, el monto de los honorarios y su forma de pago.(…)” 

Haciendo referencia al correo electrónico antes indicado, el mismo cumple con los requisitos estipulados en la norma supra citada, siendo el convenio pactado el siguiente: 
a. Procesos de pensión alimentaria y violencia intrafamiliar: estarán sujetos al cobro por horas estipulado en el Arancel de Honorarios. 

b. Proceso penal por abuso sexual a menor de edad: Respecto a este proceso el cálculo se hace por un total del proceso entre $8,000 y $12,000, desglosado de la siguiente forma: 
a. Primer pago correspondiente a $3,000 como depósito inicial. 
b. Segundo pago correspondiente a $3,000 con la indagatoria y medidas cautelares. 
c. Tercer pago correspondiente a $2,000 con la audiencia preliminar. Si hay sobreseimiento provisional o definitivo, aquí concluye el caso. 
d. Cuarto pago correspondiente a $4,000 los cuales deben ser cancelados un mes antes del Juicio, en caso que se hubiera tenido que llegar a dicha etapa.
e. Casación: será de conformidad con lo establecido en el Arancel de Honorarios. 
4. De conformidad con lo indicado en el artículo 5 en el cual se establece que los montos pactados en el convenio entre las partes no debe ser menor al monto mínimo establecido en el Arancel de conformidad con el proceso correspondiente, los artículos 38 y 39 del Decreto establecen que para los procesos penales de tribunal unipersonal el monto mínimo será de ¢400,000  y para los procesos penales de tribunal de juicio el monto mínimo a cobrar sería de ¢600,000.

5. Respecto a los procesos de pensión alimentaria y violencia intrafamiliar, el convenio establece que los mismos serán pagaderos por horas profesionales laboradas, razón por la cual aplica el artículo 7 del Decreto, que dice: 

“Artículo 7.- Retribución de los servicios mediante pago de hora profesional. 

Los honorarios profesionales deberán ser cancelados de conformidad con los montos establecidos en el presente Arancel. Se podrá convenir con los clientes la retribución de honorarios mediante el pago de las horas profesionales invertidas en las labores que les corresponda realizar; en tanto, la suma total de las mismas no sea inferior al monto mínimo establecido en cada caso en el presente Arancel. El monto mínimo a cobrar por hora profesional no podrá ser menor a setenta y cinco mil colones.”

6. El pago correspondiente al primer tracto por la suma de $3,000 fue cancelada mediante transacción bancaria, según consta en el correo electrónico de fecha 10 de Agosto de 2011, habiendo quedado un saldo pendiente correspondiente a ¢30,000 debido al tipo de cambio, monto que según el correo del 11 de Agosto de 2011 fue cancelado por el señor Estrada. 

7. El día 5 de Diciembre el señor Estrada solicita la renuncia de los Licenciados al proceso penal por no poder cubrir la totalidad de los honorarios de los mismos. En la respuesta dado por el Licenciado Soley, se indica la cotización acordada entre las partes desde el mes de Agosto, y adicionalmente menciona la posibilidad de disminuir los honorarios de entre 8 a 12 mil dólares por todo el proceso, a la suma de $6,000, es decir $9,000 por la totalidad del proceso. 

8. De conformidad con lo indicado por el Licenciado Soley respecto a las horas laboradas para los procesos de violencia intrafamiliar y pensión alimenticia, las mismas ascienden a 6 horas. 

POR TANTO:

De conformidad con los requisitos establecidos en el artículo 5, se demuestra que hay un convenio escrito entre los señores Estrada Mena y Carballo Esquivel con el Lic. Soley Gutiérrez, razón por la cual el Lic. Federico Campos Calderón, no tiene razón de ser en la presente consulta, ya que él fue contratado directamente por el Lic. Soley. La aprobación del convenio por parte del señor Estrada se manifestó con la transferencia bancaria donde muestra el pago del primer tracto correspondiente a los $3,000. 

Respecto al proceso penal, acatando la normativa supra citada, es decir artículos 5, 38 y 39 del Decreto 36562-JP, según los documentos aportados, y de acuerdo con lo establecido en el convenio respecto al primer pago y al mantenerse la función de los Licenciados dentro del proceso únicamente dentro de la etapa inicial, el monto a cancelar por concepto de honorarios es la suma de $3,000.  

Respecto a las labores que se llevaron a cabo en los temas de pensión alimentaria y violencia intrafamiliar, de conformidad con el artículo 7 y lo establecido en el convenio, y al ser 6 horas las laboradas por concepto de servicios profesionales, corresponde cancelar la suma de ¢450,000.

SE ACUERDA 2012-21-016 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por los señores Víctor Estrada Mena y Lorena Carballo Esquivel. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: Considerando: 1. En relación a la consulta planteada, hay que hacer la distinción entre la consulta por el monto a cancelar sobre el proceso penal por el delito de abusos sexuales contra menor de edad, en el cual se designaron como abogados a los Licenciados Federico Campos Calderón y Daniel Soley Gutiérrez, y luego el monto correspondiente a cancelar por las labores diversas que se llevaron a cabo en los procesos de pensión alimenticia y violencia intrafamiliar. 2. De conformidad con los correos electrónicos presentados por ambas partes, y de conformidad con el Decreto 36562-JP, el artículo 5 para los efectos del tema que tratamos indica: “Artículo 5: Contratos de Servicios Profesionales: (…)La responsabilidad por las actuaciones conjuntas será solidaria entre todos los profesionales intervinientes, con las excepciones que resulten de las leyes u otras normas de rango inferior, y salvo que se demuestre que ésta es imputable sólo a alguno o algunos de los Abogados (as) contratados. Los profesionales que actúen en forma conjunta deberán asegurarse de que quienes intervengan con ellos no se encuentren legalmente impedidos al momento de brindar sus servicios.La responsabilidad siempre recaerá sobre el profesional contratado y/o firmante en la actuación requerida, aún y cuando esta última se hubiere realizado en nombre de un bufete, sociedad, consorcio o cualquier otra entidad que de hecho o de derecho cuente con profesionales, los agrupe o asocie, para brindar servicios de abogacía; lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que también pudiera corresponderle a dichas entidades.” 3. Según lo que se desglosa del correo entre los consultantes y el Licenciado Soley del día 10 de Agosto de 2011, en el mismo se detallan los procesos, los montos y la forma de pago de los honorarios de los mismos. De conformidad con el artículo 5 del Decreto 36562-JP, respecto a este punto, dice: “Artículo 5.- Contratos de Servicios Profesionales. El contrato escrito entre el Abogado (a) y su cliente constituye la forma idónea para determinar y probar los alcances de la labor profesional a cumplir y el monto que conforme a este Arancel se haya establecido en cada caso. Los honorarios profesionales no podrán ser inferiores a los porcentajes o montos mínimos establecidos en el presente Arancel. Sin embargo, según la naturaleza del asunto y su grado de complejidad, el profesional y su cliente podrán convenir montos superiores a los establecidos en este Arancel, siempre que conste en convenio escrito que contenga: el objeto detallado del servicio, el monto de los honorarios y su forma de pago. (…)” Haciendo referencia al correo electrónico antes indicado, el mismo cumple con los requisitos estipulados en la norma supra citada, siendo el convenio pactado el siguiente: 
a. Procesos de pensión alimentaria y violencia intrafamiliar: estarán sujetos al cobro por horas estipulado en el Arancel de Honorarios. 

b. Proceso penal por abuso sexual a menor de edad: Respecto a este proceso el cálculo se hace por un total del proceso entre $8,000 y $12,000, desglosado de la siguiente forma: 
a. Primer pago correspondiente a $3,000 como depósito inicial. 
b. Segundo pago correspondiente a $3,000 con la indagatoria y medidas cautelares. 
c. Tercer pago correspondiente a $2,000 con la audiencia preliminar. Si hay sobreseimiento provisional o definitivo, aquí concluye el caso. 
d. Cuarto pago correspondiente a $4,000 los cuales deben ser cancelados un mes antes del Juicio, en caso que se hubiera tenido que llegar a dicha etapa.
e. Casación: será de conformidad con lo establecido en el Arancel de Honorarios. 
4. De conformidad con lo indicado en el artículo 5 en el cual se establece que los montos pactados en el convenio entre las partes no debe ser menor al monto mínimo establecido en el Arancel de conformidad con el proceso correspondiente, los artículos 38 y 39 del Decreto establecen que para los procesos penales de tribunal unipersonal el monto mínimo será de ¢400,000  y para los procesos penales de tribunal de juicio el monto mínimo a cobrar sería de ¢600,000.

5. Respecto a los procesos de pensión alimentaria y violencia intrafamiliar, el convenio establece que los mismos serán pagaderos por horas profesionales laboradas, razón por la cual aplica el artículo 7 del Decreto, que dice: 

“Artículo 7.- Retribución de los servicios mediante pago de hora profesional. 

Los honorarios profesionales deberán ser cancelados de conformidad con los montos establecidos en el presente Arancel. Se podrá convenir con los clientes la retribución de honorarios mediante el pago de las horas profesionales invertidas en las labores que les corresponda realizar; en tanto, la suma total de las mismas no sea inferior al monto mínimo establecido en cada caso en el presente Arancel. El monto mínimo a cobrar por hora profesional no podrá ser menor a setenta y cinco mil colones.”

6. El pago correspondiente al primer tracto por la suma de $3,000 fue cancelada mediante transacción bancaria, según consta en el correo electrónico de fecha 10 de Agosto de 2011, habiendo quedado un saldo pendiente correspondiente a ¢30,000 debido al tipo de cambio, monto que según el correo del 11 de Agosto de 2011 fue cancelado por el señor Estrada. 

7. El día 5 de Diciembre el señor Estrada solicita la renuncia de los Licenciados al proceso penal por no poder cubrir la totalidad de los honorarios de los mismos. En la respuesta dado por el Licenciado Soley, se indica la cotización acordada entre las partes desde el mes de Agosto, y adicionalmente menciona la posibilidad de disminuir los honorarios de entre 8 a 12 mil dólares por todo el proceso, a la suma de $6,000, es decir $9,000 por la totalidad del proceso. 

8. De conformidad con lo indicado por el Licenciado Soley respecto a las horas laboradas para los procesos de violencia intrafamiliar y pensión alimenticia, las mismas ascienden a 6 horas. 

POR TANTO:

De conformidad con los requisitos establecidos en el artículo 5, se demuestra que hay un convenio escrito entre los señores Estrada Mena y Carballo Esquivel con el Lic. Soley Gutiérrez, razón por la cual el Lic. Federico Campos Calderón, no tiene razón de ser en la presente consulta, ya que él fue contratado directamente por el Lic. Soley. La aprobación del convenio por parte del señor Estrada se manifestó con la transferencia bancaria donde muestra el pago del primer tracto correspondiente a los $3,000. Respecto al proceso penal, acatando la normativa supra citada, es decir artículos 5, 38 y 39 del Decreto 36562-JP, según los documentos aportados, y de acuerdo con lo establecido en el convenio respecto al primer pago y al mantenerse la función de los Licenciados dentro del proceso únicamente dentro de la etapa inicial, el monto a cancelar por concepto de honorarios es la suma de $3,000.  Respecto a las labores que se llevaron a cabo en los temas de pensión alimentaria y violencia intrafamiliar, de conformidad con el artículo 7 y lo establecido en el convenio, y al ser 6 horas las laboradas por concepto de servicios profesionales, corresponde cancelar la suma de ¢450,000. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
5.2 Expediente 016-23-2012.  Consulta de honorarios presentada por la Licda Mauren Hernández Díaz. Asunto: Cobro de Honorarios en Proceso de disolución de Fundación. 
Resultando: 1. Indica la Licda Hernández Díaz que ha venido trabajando en los últimos dos años en un caso de disolución de una Fundación y que ya se le reconocieron honorarios de  todo el trabajo preliminar a la presentación de la liquidación, pero que en estos momentos se encuentra en la etapa final del proceso de Liquidación de una Fundación y que solicita como proceder con ese cobro. 2. Manifiesta la solicitante que ha revisado el decreto de Aranceles de Honorarios de servicios Profesionales de Abogacía y Notariado pero que no encuentra ninguna norma que se ajuste el tipo de proceso que está tramitando. Considerando: 1. Que la publicación del Decreto de Aranceles el 18 de Mayo del 2011 indica en su artículo 16 en forma taxativa el elenco de procesos de conocimiento que se regulan mediante la tarifa general, pero el proceso que nos ocupa a pesar de tener un contenido económico determinable, no encaja dentro de ninguna las figuras indicadas por lo que es necesario encontrar alguna norma que nos remita a la solución del presente asunto.  2. Que revisada la articulación del Código Procesal Civil en lo que respecto al Libro segundo de los Procesos de Conocimiento y no encontrar una indicación precisa de tramitación de Procesos de Liquidación de Fundaciones, es menester considerar la aplicación de una norma en el Arancel que tutele la forma de cobrar honorarios en este tipo de asuntos. 3. Que   el artículo 27 del Arancel vigente  nos remite a “ cualesquiera otros procesos” no regulados en el presente arancel, por lo que la solicitante puede encontrar en esta norma la respuesta a la solución de su inquietud y podría invocarla válidamente al Tribunal que conoce de su asunto para la determinación de sus honorarios. Por tanto: Considera esta Comisión  que para la determinación de los Honorarios que reclama la Licenciada Mauren Patricia Hernández  en un proceso de cierre de una Fundación en sede Judicial se debe remitir a lo rezado en el artículo 27 del decreto de  Aranceles de Honorarios de Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado vigente que indica que la tarifa a cobrar será la mitad del la tarifa general indicada en el artículo 16 del mismo cuerpo de leyes pero que en ningún caso podrán ser inferiores a cien mil colones.
SE ACUERDA 2012-21-017 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por la Licda. Mauren Hernández Díaz. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: Considerando: 1. Que la publicación del Decreto de Aranceles el 18 de Mayo del 2011 indica en su artículo 16 en forma taxativa el elenco de procesos de conocimiento que se regulan mediante la tarifa general, pero el proceso que nos ocupa a pesar de tener un contenido económico determinable, no encaja dentro de ninguna las figuras indicadas por lo que es necesario encontrar alguna norma que nos remita a la solución del presente asunto.  2. Que revisada la articulación del Código Procesal Civil en lo que respecto al Libro segundo de los Procesos de Conocimiento y no encontrar una indicación precisa de tramitación de Procesos de Liquidación de Fundaciones, es menester considerar la aplicación de una norma en el Arancel que tutele la forma de cobrar honorarios en este tipo de asuntos. 3. Que   el artículo 27 del Arancel vigente  nos remite a “ cualesquiera otros procesos” no regulados en el presente arancel, por lo que la solicitante puede encontrar en esta norma la respuesta a la solución de su inquietud y podría invocarla válidamente al Tribunal que conoce de su asunto para la determinación de sus honorarios. Por tanto: Considera esta Comisión  que para la determinación de los Honorarios que reclama la Licenciada Mauren Patricia Hernández  en un proceso de cierre de una Fundación en sede Judicial se debe remitir a lo rezado en el artículo 27 del decreto de  Aranceles de Honorarios de Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado vigente que indica que la tarifa a cobrar será la mitad del la tarifa general indicada en el artículo 16 del mismo cuerpo de leyes pero que en ningún caso podrán ser inferiores a cien mil colones. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
5.3   Solicitud de aclaración y/o interpretación de la empresa Máster Lex. Expediente: 29-2012. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Master Lex presenta a esta Comisión la solicitud de aclaración y/o interpretación de artículos los que se resuelven de la siguiente manera: 
1. Artículo 78, arrendamientos y subarrendamientos, en el cual se establece que los honorarios se estiman sobre el valor del arrendamiento de un año para aquellos contratos que se lleven a cabo en escritura pública. Dice el consultante que sería mejor que no se mencione “escritura pública” para poder entonces así aplicar el mismo plazo de un año a los contratos que no se llevan a cabo en escritura pública. 

Se hace de conocimiento del consultante que el artículo 57 del Decreto establece específicamente la forma de cobro de honorarios respecto a contratos privados, independientemente de la índole de que se traten, literalmente dice: “Artículo 57: Contratos privados: La redacción de contratos privados devengará el cincuenta por ciento (50%) de los honorarios fijados en la tabla general de honorarios de Abogados (as) con un mínimo de cincuenta mil colones” Por lo tanto, se le hace saber que el artículo 78 consultado es específicamente sobre labores notariales, dado que el mismo se encuentra dentro del capítulo del cobro de honorarios notariales, razón por la cual no aplica la eliminación de “escritura pública”, dado que esa es la forma de llevar a cabo la labor notarial. Siendo que los contratos privados son llevados a cabo por Abogados, el artículo 57 supracitado, es el que procede aplicar para saber el monto a cobrar por concepto de honorarios. 
2. Constitución y cancelación de prendas: Siendo que la normativa vigente actualmente es la del Decreto 36562-JP, procede basarse única y exclusivamente en dicho Arancel, razón por la cual lo que haya podido regular el Arancel anterior, no es procedente salvo para el cálculo de honorarios de procesos o labores llevadas a cabo previo a la publicación del presente Decreto. 

Por lo tanto, procede aplicar los siguientes artículos: 

· Artículo 56: Confección de prenda tendrá como monto de honorarios mínimos la suma de ¢25,000.

· Artículo 56: Confección de prenda en escritura pública tendrá como monto de honorarios el cincuenta por ciento (50%) de la tarifa general establecida en el artículo 74.

· Artículo 75: Cancelación de prenda procede cobrar el cincuenta por ciento (50%) de la tarifa general, sin poder ser los honorarios menores a cincuenta mil colones. 

3. Artículo 77: Respecto al Reconocimiento de hijos, efectivamente la norma no especifica que el monto a cobrar de ¢50,000 será respecto a cada uno de los hijos a reconocer, pero dado que la labor es de “reconocimiento de hijo”, se entiende que el monto a cobrar es sobre el acto que se está llevando a cabo, sea que el mismo incluya el reconocimiento de uno o más hijos. 

Así mismo, tome en cuenta el consultante, que en caso que se esté llevando a cabo un proceso de reconocimiento de hijo, entraría a regir lo establecido en el artículo 49, que habla del cobro de honorarios en los procesos judiciales de familia, siendo el pago mínimo de honorarios por el proceso la suma de ¢150,000. 

Es importante hacerle saber al consultante que hay que diferenciar los artículos respecto al cobro de honorarios por labores de abogado y el cobro de honorarios por labores notariales, siendo que el artículo 77 se refiere al Reconocimiento de Hijo que se lleva a cabo en escritura pública y siendo el mismo independiente del proceso judicial que proceda llevar a cabo para dicho reconocimiento. 
4. Tal y como se manifestó anteriormente esta Comisión, procede aplicar el artículo 65 del Arancel, siendo el monto de ¢100,000 el que corresponde cobrar por concepto de honorarios respecto al instrumento público que se elabore para la reunión y no por cada finca.

5. El artículo 18 regula la forma en que deben cobrarse los honorarios del artículo 16, siendo que cuando establece “el artículo anterior”, todos los artículos previos al artículo 18, son artículos anteriores, y dado que el artículo 17 no procede ya que el mismo especifica claramente como procede el cobro bajo los supuestos de terminación anticipada del proceso, entonces cabe entender que se refiere al artículo 16.

6. De conformidad con lo que dicen los artículos 83 (bienes muebles) y 76 inciso a (bien inmueble) debe aplicarse la suma y los porcentajes que establecen en los mismos, acatando claramente la normativa indicada. Cabe indicar que las normas son claras del mínimo que se debe cobrar en caso de que no exista una estimación del acto. 

7. El artículo 70 hace referencia al pago de honorarios mínimos de instrumento público previsto, es decir que el Arancel ya regula el porcentaje a cobrar por el acto que se está efectuando, y si el porcentaje es menor a cincuenta mil colones, entonces procederá el cobro de ese monto mínimo. Debe recurrirse primero a la norma pertinente sobre el acto que se está llevando a cabo para saber según el supuesto, el monto correspondiente a pagar. 

El artículo 74, igual que el artículo anterior, es una norma que regula de forma general los porcentajes a cobrar, y los artículos que regulan el acto especifico son los que remitirán al mismo. Siendo así que, si en un instrumento público se proceden a llevar distintos actos, los cuales se encuentran regulados en distintos artículos, procede aplicar cada norma y así saber el monto a cobrar.

Los artículos mencionados anteriormente deben ser relacionados con el artículo 71 párrafo segundo, que literalmente dice: “Artículo 71: Actos o contratos complejos: (…) Cuando el instrumento contuviera  varias operaciones, cada una de estas se cobrará de forma independiente, según lo indicado en el decreto para cada una.”  
8. No debe interpretarse el artículo 75 inciso (a) y 76 en relación uno con otro. 

El artículo 75 inciso (a) específicamente dice que se cobrara el 50% de la tarifa general cuando se trate de actos o convenios de beneficencia o de interés social determinados por ley, es decir, siempre que sean actos de esa naturaleza se aplicara dicho artículo. 

El mismo criterio viene a aplicar en el caso de cancelación de hipotecas y actos de interés social, así como la constitución de hipotecas, debiendo hacerse la distinción, y estar claros en que el cobro de honorarios por actos de “interés social o beneficencia” será de conformidad con el artículo 75 inciso (a). 
9. En relación a la consulta que formula sobre el timbre del Colegio de Abogados cabe hacer la aclaración que el artículo 662 del Código de Comercio respecto al fideicomiso establece que “…estarán exentos de todo pago por concepto de derechos de registro y demás impuestos que se pagan por tal inscripción…”. 
Hay que indicarle al consultante que en ningún momento se está haciendo mención a la exención en concepto del pago del timbre del Colegio de Abogados, ya que el mismo es una contribución forzosa que deben hacer los Abogados al Colegio de Abogados. 

El artículo 101 inciso (i) al que hace mención la consulta, es lo suficientemente claro al indicar que “los instrumentos adicionales que no aumenten la cuantía estarán exentos…”, por lo que no se trata del contrato de fideicomiso que se plantea. 

Por último, respecto al pago del timbre del Colegio de Abogados respecto a las Capitulaciones Matrimoniales, y siendo repetitivos en lo dicho anteriormente, no se encuentra exento del pago del timbre del Colegio de Abogados, por ser una contribución forzosa del profesional. Además, el artículo 6 del Código de Familia hace énfasis en “impuestos del papel sellado y timbre fiscal”, y el timbre del Colegio de Abogados no se encuentra catalogado en ninguno de los dos supuestos indicados en la norma. 

SE ACUERDA 2012-21-018 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por la empresa Máster Lex. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión:
1. Artículo 78, arrendamientos y subarrendamientos, en el cual se establece que los honorarios se estiman sobre el valor del arrendamiento de un año para aquellos contratos que se lleven a cabo en escritura pública. Dice el consultante que sería mejor que no se mencione “escritura pública” para poder entonces así aplicar el mismo plazo de un año a los contratos que no se llevan a cabo en escritura pública. 

Se hace de conocimiento del consultante que el artículo 57 del Decreto establece específicamente la forma de cobro de honorarios respecto a contratos privados, independientemente de la índole de que se traten, literalmente dice: “Artículo 57: Contratos privados: La redacción de contratos privados devengará el cincuenta por ciento (50%) de los honorarios fijados en la tabla general de honorarios de Abogados (as) con un mínimo de cincuenta mil colones” Por lo tanto, se le hace saber que el artículo 78 consultado es específicamente sobre labores notariales, dado que el mismo se encuentra dentro del capítulo del cobro de honorarios notariales, razón por la cual no aplica la eliminación de “escritura pública”, dado que esa es la forma de llevar a cabo la labor notarial. Siendo que los contratos privados son llevados a cabo por Abogados, el artículo 57 supracitado, es el que procede aplicar para saber el monto a cobrar por concepto de honorarios. 

2. Constitución y cancelación de prendas: Siendo que la normativa vigente actualmente es la del Decreto 36562-JP, procede basarse única y exclusivamente en dicho Arancel, razón por la cual lo que haya podido regular el Arancel anterior, no es procedente salvo para el cálculo de honorarios de procesos o labores llevadas a cabo previo a la publicación del presente Decreto. 

Por lo tanto, procede aplicar los siguientes artículos: 

· Artículo 56: Confección de prenda tendrá como monto de honorarios mínimos la suma de ¢25,000.

· Artículo 56: Confección de prenda en escritura pública tendrá como monto de honorarios el cincuenta por ciento (50%) de la tarifa general establecida en el artículo 74.

· Artículo 75: Cancelación de prenda procede cobrar el cincuenta por ciento (50%) de la tarifa general, sin poder ser los honorarios menores a cincuenta mil colones. 

3. Artículo 77: Respecto al Reconocimiento de hijos, efectivamente la norma no especifica que el monto a cobrar de ¢50,000 será respecto a cada uno de los hijos a reconocer, pero dado que la labor es de “reconocimiento de hijo”, se entiende que el monto a cobrar es sobre el acto que se está llevando a cabo, sea que el mismo incluya el reconocimiento de uno o más hijos. 

Así mismo, tome en cuenta el consultante, que en caso que se esté llevando a cabo un proceso de reconocimiento de hijo, entraría a regir lo establecido en el artículo 49, que habla del cobro de honorarios en los procesos judiciales de familia, siendo el pago mínimo de honorarios por el proceso la suma de ¢150,000. 

Es importante hacerle saber al consultante que hay que diferenciar los artículos respecto al cobro de honorarios por labores de abogado y el cobro de honorarios por labores notariales, siendo que el artículo 77 se refiere al Reconocimiento de Hijo que se lleva a cabo en escritura pública y siendo el mismo independiente del proceso judicial que proceda llevar a cabo para dicho reconocimiento. 

4. Tal y como se manifestó anteriormente esta Comisión, procede aplicar el artículo 65 del Arancel, siendo el monto de ¢100,000 el que corresponde cobrar por concepto de honorarios respecto al instrumento público que se elabore para la reunión y no por cada finca.

5. El artículo 18 regula la forma en que deben cobrarse los honorarios del artículo 16, siendo que cuando establece “el artículo anterior”, todos los artículos previos al artículo 18, son artículos anteriores, y dado que el artículo 17 no procede ya que el mismo especifica claramente como procede el cobro bajo los supuestos de terminación anticipada del proceso, entonces cabe entender que se refiere al artículo 16.

6. De conformidad con lo que dicen los artículos 83 (bienes muebles) y 76 inciso a (bien inmueble) debe aplicarse la suma y los porcentajes que establecen en los mismos, acatando claramente la normativa indicada. Cabe indicar que las normas son claras del mínimo que se debe cobrar en caso de que no exista una estimación del acto. 

7. El artículo 70 hace referencia al pago de honorarios mínimos de instrumento público previsto, es decir que el Arancel ya regula el porcentaje a cobrar por el acto que se está efectuando, y si el porcentaje es menor a cincuenta mil colones, entonces procederá el cobro de ese monto mínimo. Debe recurrirse primero a la norma pertinente sobre el acto que se está llevando a cabo para saber según el supuesto, el monto correspondiente a pagar. 

El artículo 74, igual que el artículo anterior, es una norma que regula de forma general los porcentajes a cobrar, y los artículos que regulan el acto especifico son los que remitirán al mismo. Siendo así que, si en un instrumento público se proceden a llevar distintos actos, los cuales se encuentran regulados en distintos artículos, procede aplicar cada norma y así saber el monto a cobrar.

Los artículos mencionados anteriormente deben ser relacionados con el artículo 71 párrafo segundo, que literalmente dice: “Artículo 71: Actos o contratos complejos: (…) Cuando el instrumento contuviera  varias operaciones, cada una de estas se cobrará de forma independiente, según lo indicado en el decreto para cada una.”  

8. No debe interpretarse el artículo 75 inciso (a) y 76 en relación uno con otro. 

El artículo 75 inciso (a) específicamente dice que se cobrara el 50% de la tarifa general cuando se trate de actos o convenios de beneficencia o de interés social determinados por ley, es decir, siempre que sean actos de esa naturaleza se aplicara dicho artículo. 

El mismo criterio viene a aplicar en el caso de cancelación de hipotecas y actos de interés social, así como la constitución de hipotecas, debiendo hacerse la distinción, y estar claros en que el cobro de honorarios por actos de “interés social o beneficencia” será de conformidad con el artículo 75 inciso (a). 

9. En relación a la consulta que formula sobre el timbre del Colegio de Abogados cabe hacer la aclaración que el artículo 662 del Código de Comercio respecto al fideicomiso establece que “…estarán exentos de todo pago por concepto de derechos de registro y demás impuestos que se pagan por tal inscripción…”. 

Hay que indicarle al consultante que en ningún momento se está haciendo mención a la exención en concepto del pago del timbre del Colegio de Abogados, ya que el mismo es una contribución forzosa que deben hacer los Abogados al Colegio de Abogados. 

El artículo 101 inciso (i) al que hace mención la consulta, es lo suficientemente claro al indicar que “los instrumentos adicionales que no aumenten la cuantía estarán exentos…”, por lo que no se trata del contrato de fideicomiso que se plantea. 

Por último, respecto al pago del timbre del Colegio de Abogados respecto a las Capitulaciones Matrimoniales, y siendo repetitivos en lo dicho anteriormente, no se encuentra exento del pago del timbre del Colegio de Abogados, por ser una contribución forzosa del profesional. Además, el artículo 6 del Código de Familia hace énfasis en “impuestos del papel sellado y timbre fiscal”, y el timbre del Colegio de Abogados no se encuentra catalogado en ninguno de los dos supuestos indicados en la norma. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
5.4  Consulta de honorarios presentada por la señora Raquel Ramírez Orozco contra la licenciada Xiomara Campos Acuña. Expediente: 31-2012. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Resultando: 1.-  Conoce esta Comisión de la consulta formulada por la señora Raquel Ramírez Orozco contra la Licenciada Xiomara Campos Acuña.  2.- Consulta la señora Ramírez Orozco cual es el monto a cancelar a la Licenciada Campos por una acción civil, querella y proceso sucesorio.  Redacta el Dr. Juan Carlos Esquivel: Considerando: 1.- En relación a la consulta planteada, hay que hacer la distinción entre la consulta por el monto a cancelar sobre la acción civil y la querella, y luego el monto correspondiente a cancelar por el proceso sucesorio y las labores adicionales llevadas a cabo dentro del mismo. 2.- De conformidad con la interposición de la acción civil y la querella, el artículo 45 del Decreto número 32493-J, establece: “Artículo 45: Los honorarios por la acción civil resarcitoria son independientes de los que correspondan al trámite de la causa penal. Asimismo son independientes los honorarios del profesional que concurra a las diligencias previas para determinar la eventual elevación a juicio, cuyos honorarios se fijan en cien mil colones.  El abogado del actor civil cobrará honorarios por esta acción de acuerdo con la tarifa que establece el artículo 18, tomando como base la suma acogida en sentencia o definida finalmente por cualquier causa, por concepto de daños y perjuicios.  En caso que se presente querella, conjuntamente con la acción civil, se devengará quince por ciento (15%) adicional de la tarifa establecida anteriormente. Si se obtuviere condenatoria, los honorarios mínimos por la acción civil serán de ciento cincuenta mil colones.  Para determinar los honorarios que corresponden al profesional en la acción y la querella, se estará a o dispuesto para el proceso civil.” 3.- De acuerdo al expediente presentado por las partes, al folio 107 vuelto se resuelve que no existen honorarios sobre la acción civil y la querella en virtud de que las mismas fueron rechazadas por el sobreseimiento que se da a la causa penal. 4.- Según el artículo 45 supra citado, se remite al artículo 18 del Decreto antes dicho, pero el mismo en este caso que se nos presenta no procede ser aplicado debido a que no hay un monto de sentencia por el cual poder llevar a cabo la estimación del mismo, al haberse rechazado la acción civil y la querella y la posterior renuncia de la abogada. 5.- Respecto al proceso sucesorio cabe aplicar el artículo 23 del Decreto número 32493-J, que dice: “Artículo 23: Procesos sucesorios. Tratándose de Procesos Universales en sede jurisdiccional o en sede notarial, los honorarios serán el cincuenta por ciento (50%) de la Tabla General de este Arancel, calculados sobre la totalidad de los bienes y derechos inventariados, incluyendo gananciales. Para determinar el monto de ese capital, se atenderá al avalúo de los bienes, sin que en ningún caso los honorarios puedan ser inferiores a cien mil colones.  En las legalizaciones de créditos los honorario serán de veinticinco por ciento (25%) de los procesos ordinarios sobre el monto del reclamo.” De conformidad con el avalúo pericial presentado en el expediente del proceso sucesorio la totalidad de la propiedad se encuentra valorada en la suma de ¢5,909,500, siendo únicamente el derecho uno el que corresponde al proceso sucesorio, el valor del mismo será la suma de ¢2,954,750, monto por el cual debe ser estimado el proceso sucesorio. 6.- Respecto al tema de la cesión de derechos que se llevaron a cabo en el proceso sucesorio, cabe recalcar que se llevaron a cabo 4 escrituras de cesión de derechos, números 137-02, 147-02, 158-02 y 202-02, siendo que por errores de la Notaria las primeras fueron rechazadas por el juzgado y en la número 158-02 únicamente aprobaron la cesión de cuatro de las cinco sesiones, razón por la cual debió proceder a llevar a cabo la escritura 202-02. 7.- El artículo 103 en relación con el artículo 70 inciso (a) del Decreto, son los que pueden ser aplicados al tema de la cesión de derechos, y los mismos indican: “Artículo 70 Tarifa General. Por los actos jurídicos o contratos que autorice, el profesional devengará honorarios de acuerdo con su cuantía, valor real o estimación total, con el mínimo indicado en el artículo anterior, según la tarifa que se indica a continuación, sin perjuicio de otras sumas que se fijaren en el presente Arancel. 
(a) Hasta diez millones de colones, por cada millar o fracción de millar, veinte colones por cada mil.

(b) (…)”

“Artículo 103: valor superior al indicado por las partes. Cuando el valor o estimación del acto o contrato o de los bienes a que se refiere la escritura resulta superior al indicado por las partes, el notario puede cobrar los honorarios que corresponda respecto a ese valor mayor.”

Dado que la cesión de derechos correspondía únicamente a cinco de los seis herederos, entonces el valor por el cual debe la misma estimarse será la suma de ¢2, 462,291. 

Cabe recalcar que la Abogada llevo a cabo la estimación de la cesión por la suma de mil colones, conociendo el valor real de la propiedad y la suma correspondiente al derecho de la propiedad que se encontraba sujeto al proceso sucesorio. Con este acto, se está dando una evasión del timbre fiscal, así como del timbre del Colegio de Abogados. 

Por Tanto: De conformidad con el artículo 45 y el expediente de la Acción Civil y la Querella, y habiéndose demostrado que las mismas fueron rechazadas por el sobreseimiento de la causa penal, no procede el cobro de honorarios por parte de la Licenciada Campos Acuña.  Con respecto al proceso sucesorio tomando como estimación el valor del derecho de la finca, sea ¢2, 954,750, por concepto de honorarios y con base en el artículo 23 en relación con el 18 del Decreto 32493-J corresponde por concepto de honorarios cobrar la suma de ¢295,475.  En la cesión de derechos, se procedió a llevar a cabo varias escrituras, debiendo las mismas ser corregidas por errores de la Notaria, por lo que procede únicamente el cobro de una cesión de derechos. Debido a que la cesión de derechos era únicamente de cinco herederos, procede llevar a cabo la estimación de conformidad con el valor del bien respecto a esos cinco derechos y no sobre la totalidad, siendo el monto correspondiente la suma de ¢2, 462,291. Por concepto de honorarios por la cesión de derechos corresponde la suma a pagar es ¢49,245.82. Respecto a la protocolización de piezas que menciona la Licenciada Campos, y siendo que las mismas no se presentan, esta Comisión omite pronunciarse respecto a dicho supuesto por no constar en el expediente.  Resumiendo lo anterior en virtud de que la acción civil y la querella fueron rechazadas, no procede pago de honorarios, el proceso sucesorio será por ¢295,475.00 y la cesión de derechos por ¢49,245.82. Siendo entonces la suma total a pagar por concepto de honorarios: ¢344,720.82. 
SE ACUERDA 2012-21-019 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por la señora Raquel Ramírez Orozco. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: Considerando: 1.- En relación a la consulta planteada, hay que hacer la distinción entre la consulta por el monto a cancelar sobre la acción civil y la querella, y luego el monto correspondiente a cancelar por el proceso sucesorio y las labores adicionales llevadas a cabo dentro del mismo. 2.- De conformidad con la interposición de la acción civil y la querella, el artículo 45 del Decreto número 32493-J, establece: “Artículo 45: Los honorarios por la acción civil resarcitoria son independientes de los que correspondan al trámite de la causa penal. Asimismo son independientes los honorarios del profesional que concurra a las diligencias previas para determinar la eventual elevación a juicio, cuyos honorarios se fijan en cien mil colones.  El abogado del actor civil cobrará honorarios por esta acción de acuerdo con la tarifa que establece el artículo 18, tomando como base la suma acogida en sentencia o definida finalmente por cualquier causa, por concepto de daños y perjuicios.  En caso que se presente querella, conjuntamente con la acción civil, se devengará quince por ciento (15%) adicional de la tarifa establecida anteriormente. Si se obtuviere condenatoria, los honorarios mínimos por la acción civil serán de ciento cincuenta mil colones.  Para determinar los honorarios que corresponden al profesional en la acción y la querella, se estará a o dispuesto para el proceso civil.” 3.- De acuerdo al expediente presentado por las partes, al folio 107 vuelto se resuelve que no existen honorarios sobre la acción civil y la querella en virtud de que las mismas fueron rechazadas por el sobreseimiento que se da a la causa penal. 4.- Según el artículo 45 supra citado, se remite al artículo 18 del Decreto antes dicho, pero el mismo en este caso que se nos presenta no procede ser aplicado debido a que no hay un monto de sentencia por el cual poder llevar a cabo la estimación del mismo, al haberse rechazado la acción civil y la querella y la posterior renuncia de la abogada. 5.- Respecto al proceso sucesorio cabe aplicar el artículo 23 del Decreto número 32493-J, que dice: “Artículo 23: Procesos sucesorios. Tratándose de Procesos Universales en sede jurisdiccional o en sede notarial, los honorarios serán el cincuenta por ciento (50%) de la Tabla General de este Arancel, calculados sobre la totalidad de los bienes y derechos inventariados, incluyendo gananciales. Para determinar el monto de ese capital, se atenderá al avalúo de los bienes, sin que en ningún caso los honorarios puedan ser inferiores a cien mil colones.  En las legalizaciones de créditos los honorario serán de veinticinco por ciento (25%) de los procesos ordinarios sobre el monto del reclamo.” De conformidad con el avalúo pericial presentado en el expediente del proceso sucesorio la totalidad de la propiedad se encuentra valorada en la suma de ¢5,909,500, siendo únicamente el derecho uno el que corresponde al proceso sucesorio, el valor del mismo será la suma de ¢2,954,750, monto por el cual debe ser estimado el proceso sucesorio. 6.- Respecto al tema de la cesión de derechos que se llevaron a cabo en el proceso sucesorio, cabe recalcar que se llevaron a cabo 4 escrituras de cesión de derechos, números 137-02, 147-02, 158-02 y 202-02, siendo que por errores de la Notaria las primeras fueron rechazadas por el juzgado y en la número 158-02 únicamente aprobaron la cesión de cuatro de las cinco sesiones, razón por la cual debió proceder a llevar a cabo la escritura 202-02. 7.- El artículo 103 en relación con el artículo 70 inciso (a) del Decreto, son los que pueden ser aplicados al tema de la cesión de derechos, y los mismos indican: “Artículo 70 Tarifa General. Por los actos jurídicos o contratos que autorice, el profesional devengará honorarios de acuerdo con su cuantía, valor real o estimación total, con el mínimo indicado en el artículo anterior, según la tarifa que se indica a continuación, sin perjuicio de otras sumas que se fijaren en el presente Arancel. 

(c) Hasta diez millones de colones, por cada millar o fracción de millar, veinte colones por cada mil.

(d) (…)”

“Artículo 103: valor superior al indicado por las partes. Cuando el valor o estimación del acto o contrato o de los bienes a que se refiere la escritura resulta superior al indicado por las partes, el notario puede cobrar los honorarios que corresponda respecto a ese valor mayor.” Dado que la cesión de derechos correspondía únicamente a cinco de los seis herederos, entonces el valor por el cual debe la misma estimarse será la suma de ¢2, 462,291.  Cabe recalcar que la Abogada llevo a cabo la estimación de la cesión por la suma de mil colones, conociendo el valor real de la propiedad y la suma correspondiente al derecho de la propiedad que se encontraba sujeto al proceso sucesorio. Con este acto, se está dando una evasión del timbre fiscal, así como del timbre del Colegio de Abogados. Por Tanto: De conformidad con el artículo 45 y el expediente de la Acción Civil y la Querella, y habiéndose demostrado que las mismas fueron rechazadas por el sobreseimiento de la causa penal, no procede el cobro de honorarios por parte de la Licenciada Campos Acuña.  Con respecto al proceso sucesorio tomando como estimación el valor del derecho de la finca, sea ¢2, 954,750, por concepto de honorarios y con base en el artículo 23 en relación con el 18 del Decreto 32493-J corresponde por concepto de honorarios cobrar la suma de ¢295,475.  En la cesión de derechos, se procedió a llevar a cabo varias escrituras, debiendo las mismas ser corregidas por errores de la Notaria, por lo que procede únicamente el cobro de una cesión de derechos. Debido a que la cesión de derechos era únicamente de cinco herederos, procede llevar a cabo la estimación de conformidad con el valor del bien respecto a esos cinco derechos y no sobre la totalidad, siendo el monto correspondiente la suma de ¢2, 462,291. Por concepto de honorarios por la cesión de derechos corresponde la suma a pagar es ¢49,245.82. Respecto a la protocolización de piezas que menciona la Licenciada Campos, y siendo que las mismas no se presentan, esta Comisión omite pronunciarse respecto a dicho supuesto por no constar en el expediente.  Resumiendo lo anterior en virtud de que la acción civil y la querella fueron rechazadas, no procede pago de honorarios, el proceso sucesorio será por ¢295,475.00 y la cesión de derechos por ¢49,245.82. Siendo entonces la suma total a pagar por concepto de honorarios: ¢344,720.82. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
ARTICULO 7)  INFORME DE PRESIDENCIA
7.1 El Dr. Gary Amador Badilla, indica que  se gestionó por parte de la Presidencia del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, ante la Cámara Nacional de Radio (CAÑARA), la posibilidad de suscribir un convenio de colaboración entre ambas Instituciones, que permita la difusión mensual de comentarios elaborados por quien designe la Junta Directiva, y entrevistas periódicas, sobre temas jurídicos de interés de la Corporación y del  interés país. Se aporta plan de temas para el segundo semestre del año dos mil doce.

SE ACUERDA 2012-21-020 Autorizar al Presidente del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, con el fin de que suscriba un convenio entre esta Corporación y la Cámara Nacional de Radio (CANARA), con el fin de que se difundan comentarios y entrevistas de forma mensual, sobre temas de interés jurídico por quien designe la Junta Directiva o la Presidencia. Ocho votos. Responsable: Presidencia. 
7.2 El Dr. Gary Amador Badilla, presenta informe AL-200-2012, del Departamento Legal, mediante el cual se destaca con respecto al acuerdo 2012-19-020:
…“Finalmente, prescindiendo del caso inmediatamente señalado, y como resultado de lo dicho líneas atrás, esta Asesoría ve necesario hacer las siguientes apreciaciones a fin de que, en un futuro, al momento de aplicar el citado reglamento a los casos de acoso laboral –mientras no exista una norma específicamente creada para tales efectos por parte de nuestra corporación-, se tenga presente lo siguiente:

a.- Como consecuencia misma de la aplicación analógica del referido Reglamento a los casos de acoso laboral, en donde en donde ese cuerpo dice “hostigamiento sexual” se deberá entender, lógicamente “hostigamiento laboral”. 

b.- Las sanciones previstas en ese Reglamento también son de aplicación a los casos de hostigamiento laboral, sin que ello implique una violación a los derechos fundamentales de las personas, ya que las mismas no fueron creadas para ese supuesto concreto, sino que provienen de otros cuerpos normativos generales que son de obligatorio acatamiento, como lo son el Código de Trabajo, la Ley Orgánica de este Colegio y el Reglamento de Trabajo.

c.- El Reglamento en cuestión, en su artículo 2 inciso 4, punto b) regula únicamente la forma en que se debe proceder cuando la denuncia por hostigamiento es presentada en contra del Fiscal o de la Fiscala o de la Fiscalía del Colegio. Siendo que la norma es ayuna en lo que atañe a aquellos casos en los que la denuncia se presente contra el resto de los miembros de Junta Directiva, debe hacerse uso del criterio de interpretación extensiva de la norma, teniendo ello como resultado que dicho artículo deba aplicarse también en los supuestos en que la denuncia por acoso sea presentada contra cualquier otro directivo (aquí se hace la salvedad de que se aplica tanto en el acoso sexual como en el laboral) 

d.- El acoso u hostigamiento laboral es una práctica contraria al ordenamiento constitucional y, por ende, prohibida, que deteriora y denigra a la persona y al entorno laboral. Esa prohibición abarca a todo colaborador de esta corporación. Consecuentemente, y por mayoría de razón, se aplica también a los directivos del Colegio. Para ellos existe también el deber de respetar la dignidad e igualdad de las otras personas y reconocer su integridad física. Su sujeción al ordenamiento no es diferente al del resto de los colaboradores del Colegio. No obstante, dado que no existe norma expresa que sancione el acoso laboral de su parte, lamentablemente no pueden ser objeto más que de una llamada de atención de orden moral, hasta tanto no se cree la norma que regule otro tipo de sanciones como la destitución para tan reprochable comportamiento.
Dicho lo anterior, también es necesario tener en consideración que el acuerdo 2012-19-020 debe ser modificado para que el órgano instructor pase a estar conformado también con la señora Fiscal del Colegio, pues así lo estable el “Reglamento para prevenir, investigar y sancionar el hostigamiento sexual en el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica”. En la modificación la señora Fiscal debe sustituir al Lic. Edgar Castrillo Brenes.

Finalmente, también se debe modificar el citado acuerdo en cuanto a lo siguiente: 

1.-) En la parte que señala “Se procede a conformar un Órgano de Procedimiento Administrativo…”, se debe cambiar por “Se procede a conformar un Órgano investigador…”. Ello por cuanto no se puede olvidar que las relaciones de trabajo en la corporación se rigen por el Derecho Privado, no por el Derecho Administrativo o Público. Así las cosas, el órgano investigador es una garantía más del debido procedimiento a fin de aplicar el Derecho Privado, no el Público.

2.-) En la parte que señala “Dicho órgano queda conformado por la Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria Junta Directiva, (por ley debe asumir la dirección del proceso), Lic. Arnoldo Segura Santisteban y el Lic. Edgar Castrillo Brenes.”, se debe cambiar por “Dicho órgano queda conformado por la Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria Junta Directiva, (por ley debe asumir la dirección del procedimiento de investigación), Licda. Rocío Leiva Trejos, Fiscal Junta Directiva (por reglamento debe formar parte del órgano instructor) y el Lic. Arnoldo Segura Santisteban (Director Legal)”…
Se somete a consideración quedando como sigue el acuerdo:
SE ACUERDA 2012-21-021 Modificar el acuerdo 2012-19-020, para cambiar al Lic. Edgar Castrillo Brenes por la señora Fiscal ya que por reglamento debe formar parte del órgano investigador. Se modifica el término “Órgano de Procedimiento Administrativo por Órgano Investigador. Dicho acuerdo queda como sigue: Con respecto a la situación que se presenta referente al problema suscitado entre las señoras Norma Isabel Arévalo Abarca y Marta Ferllini Camacho, ambas del Archivo Central del Colegio, donde se acusa, por parte de la primera, un posible acoso laboral de la segunda. Se procede a conformar un Órgano investigador a ambas funcionarias. Dicho órgano queda conformado por la Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria Junta Directiva, (por ley debe asumir la dirección del procedimiento de investigación), Licda. Rocío Leiva Trejos, Fiscal Junta Directiva (por reglamento debe formar parte del órgano instructor) y el Lic. Arnoldo Segura Santisteban (Director Legal). Lo anterior con la finalidad de que lleven a cabo la investigación correspondiente con el propósito de determinar la verdad real de los hechos. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Plazo: dos meses para rendir el informe. Responsable: Órgano de Procedimiento”.

7.3 El Dr. Gary Amador Badilla, manifiesta conocida la denuncia por acoso laboral interpuesta por la funcionarla Sra. Norma Arevalo Abarca contra la Licda.  Marta Ferllini Camacho, se hace necesario tomar las cautelas correspondientes, mientras se sustancia el procedimiento correspondiente para la averiguación real de los hechos, por lo que somete a consideración que la Dirección Ejecutiva realice un movimiento laboral temporal para la denunciante.
SE ACUERDA 2012-21-022 En razón de la existencia de la denuncia por acoso laboral interpuesta por la funcionarla Sra. Norma Arevalo Abarca contra la Licda.  Marta Ferllini Camacho, se hace necesario a fin de evitar desacuerdos o complicaciones mayores y con el propósito de propiciar un buen ambiente laboral y una adecuada salud ocupacional, tomar las cautelas correspondientes, mientras se sustancia el procedimiento correspondiente para la averiguación real de los hechos. Así las cosas, esta Junta Directiva se avoca la facultad de tomar dicha decisión y ordena hacer un movimiento laboral temporal para la denunciante. En consecuencia, se ordena al señor Director Ejecutivo y al Departamento de Recursos Humanos, que se tomen las medidas correspondientes para hacer efectiva la medida tomada. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable. Dirección Ejecutiva. Departamento de Recursos Humanos. 
7.4 El Dr. Gary Amador Badilla, comenta que asistirá al Encuentro de Presidentes de Colegios de Abogados Centroamericanos y Latinoamericanos, a llevarse a cabo en Guatemala, Antigua,  en el mes de Julio. Destaca que dicho viaje lo hará  cubriendo sus gastos,  por lo que  el Colegio no tendrá gasto alguno.
ARTICULO 8)  INFORME DE DIRECTORES
8.1 La Dra. Roxana Sánchez Boza, informa que el miércoles 27 de junio a las 12:00 md, se contará con la visita del Rector de la UCR, con el objetivo de fortalecer lazos entre ambas instituciones. 
8.2 Lic. Francisco Rodríguez Araya, comunica que el próximo martes 19 de junio, la nueva  Junta Directiva de la Filial de Grecia estará de visita en el Colegio, con la finalidad de conocer sus expectativas y planes de trabajo con la zona. 
8.3 El MSc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, comunica que en una de las sesiones anteriores indicó que el Director del Curso de Maestría en Planificación con énfasis en desarrollo local, estudio intelectual del riesgo social ambiental de  Universidad Nacional, tiene interés en reunirse con esta Junta Directiva, para tratar algunos temas de interés y se plantea la posibilidad de que la Universidad desarrolle módulos para el Colegio y sus Sedes Regionales, hasta la posibilidad de alguna maestría. Al respecto hace entrega al señor Presidente de la nota enviada para tal fin por parte de dicho Director. 
SE ACUERDA 2012-21-023 Trasladar a la Comisión Académica, la nota del  Director del Curso de Maestría en planificación con énfasis en desarrollo local, estudio intelectual del riesgo social ambiental de  Universidad Nacional, con la finalidad de que evalúen dichas  posibilidades e informe a esta Junta Directiva los resultados obtenidos. Ocho votos. Responsable: Comisión Académica. 
8.4 El Lic. Álvaro Sánchez González,  presenta nota CA-DSR-126-12 de la Dirección de Sedes Regionales, donde indica que el Lic. Gregorio José Briglia Peralta, Presidente de la Filial de San Carlos, solicita formalmente alquilar un local para trasladar la oficina de la Sede Regional de San Carlos, esto con el fin de brindar un mejor servicio para los agremiados y agremiadas. Costo de ¢325.000.00.
SE ACUERDA 2012-21-024 Con base en la propuesta del Lic. Gregorio José Briglia Peralta, Presidente de la Filial de San Carlos y tomando en cuenta la necesidad de un mejor servicio para los usuarios de la Filial, se autoriza el traslado a  un nuevo local para la Filial de San Carlos, el cual tendrá con un costo mensual por concepto de alquiler de ¢325.000.00. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. Dirección de Finanzas y Presupuesto. 

8.4.1 El Lic. Álvaro Sánchez González,  procede a hacer entrega de la nota enviada por el Dr. Juan Carlos Esquivel Favaretto, Sub Comisión FIA, Comisión de Asuntos Internacionales, mediante, sobre informe de la labor llevada a cabo en representación del Colegio de Abogados, durante el Congreso Anual de la Federación Interamericana de Abogados, celebrada en Isla Margarita, Venezuela la semana anterior. Destaca: -se procedió a votar por la candidatura de José Alvarez (Totto Alvarez) de Panamá, quien fue electo Vicepresidente de la FIA, con lo cual se convertirá en Presidente de la misma para el 2013.-Con autorización del señor Presidente del Colegio de Abogados, ofreció realizar en el año 2015, el Congreso Internacional de la Federación en Costa Rica. La importancia de esa fecha radica en que en ese año, la FIA cumple sus 75 años de fundada. -Sugiero que se autorice la incorporación de Doña Erika Hernández Sandoval y los y las colaboradoras que organizaron dicho evento, en la Sub Comisión FIA, a efecto de poder hacer una presentación formal y por escrito al Consejo de la FIA que se llevará a cabo en Miami en el mes de octubre. -La FIA apoya al Colegio de Abogados en la creación de la Sub Comisión FIA y lo ve como un paso muy importante en las relaciones entre ambas instituciones que puede llevar a obtener un mayor apoyo académico de parte de sus miembros. Ofrecen llevar a cabo actividades (Conferencias, mesas redondas etc) sobre temas en los cuales ellos ya tienen comisiones formadas y que estudian los temas. Lo mismo, la posibilidad de realizar video conferencias con algunos de sus miembros.
Al respecto se toma nota. 

8.4.2 El Lic. Álvaro Sánchez González, externa que la Filial de Heredia tomó el acuerdo de solicitar a la Junta Directiva que se incluya en el Presupuesto 2013, una partida destinada para la construcción del edificio de Sede Regional de Heredia. 
SE ACUERDA 2012-21-025 Trasladar a la Comisión de Finanzas la propuesta de la Filial de Heredia la solicitud de que se incluya en el Presupuesto 2013, una partida destinada para la construcción del edificio de Sede Regional de Heredia. Ocho votos. Responsable: Comisión de Finanzas e Inversiones. 
ARTICULO 9)  INFORME DE DIRECCIÓN EJECUTIVA

9.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, informa que de conformidad con los acuerdos de Junta Directiva, se ha continuado con el tema de la reconstrucción del edificio de Guápiles, siendo que se cuentan con las autorizaciones de la  Municipalidad Pococí. 
ARTICULO 10) ASUNTOS BREVES DE FISCALÍA.

10.1.- ASUNTOS BREVES:

10.1.1.- Expediente N°: 753-11 (1). Denunciados: Lic. Marvin Alfredo Solano Delgado y Licda. Dinorah Mora Molina. Denunciante: John Nathan Gordon. 
SE ACUERDA 2012-21-026 Rechazar de plano las diligencias y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. 
10.1.2.- Expediente Nº: 033-12 (1). Denunciado: Lic. Johnny Alex Morales Araya. Denunciante: Hugo Antonio Brenes Chacón. 
SE ACUERDA 2012-21-027 El archivo definitivo del expediente, y autorizar a la Fiscalía a archivar cualquier denuncia que se presente en el futuro en contra del licenciado Morales. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.1.3.- Expediente N°: 513-11 (1). Denunciado: Lic. Luis Gerardo Ballestero Mora. Denunciante: Johnny Mora Rivera. 
SE ACUERDA 2012-21-028 Acoger el desistimiento de la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.1.4.- Expediente N°: 250-12 (1). Denunciado: Lic. Edgar Luis Echegaray Castellanos Denunciante: María Burger Zimmer, albacea de la sucesión de José Luis Rodríguez Mora. Rechazo de plano parcial. 
SE ACUERDA 2012-21-029 Ordenar el inicio del procedimiento con base en lo indicado en el considerando único, puntos 2 y 3; y, rechazar de plano los hechos denunciados a los que hace referencia el considerando único, punto 1. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.1.5.- Expediente Nº: 254-11 (1). Denunciados: Licda. Priscilla González Seravalli y Lic. Manuel Echeverría Sáenz  Denunciante: Danny Córdoba Castro. Rechazo de plano parcial. 
SE ACUERDA 2012-21-030 Rechazar de plano la denuncia en cuanto que no se indicó en la demanda la existencia de un taller insalubre en el lugar de trabajo del denunciante, ya que de esto no se hace mención en la demanda laboral, y si los denunciados están solicitando se les fijen honorarios, esto es un derecho de ellos, teniendo lugar la falta si una vez fijados los honorarios desconocen los montos cancelados; y ordenar el inicio del procedimiento en cuanto al resto de los hechos. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.1.6.-Expediente N°: 209-11 (3). Denunciado: Lic. Allan Hernández Vargas. Denunciante: Licda. Andrea Azuola Quirós. 
SE ACUERDA 2012-21-031 Declarar con lugar el recurso de apelación, anular el auto inicial y de traslado de cargos del procedimiento, y dictarlo nuevamente sujetándose a los hechos denunciados. Siete votos. Responsable: Fiscalía. El Dr. Gary Amador Badilla, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
10.1.7.-Expediente N°: 219-11 (3). Denunciada: Licda. Sandra Camacho Méndez. Denunciante: Darling Parkinson Jones. 
 
SE ACUERDA 2012-21-032 Avocarse al conocimiento del presente asunto y declarar con lugar el recurso de revocatoria con apelación en subsidio establecido por la licenciada Sandra Camacho Méndez y ordenar consecuentemente el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía. El Dr. Gary Amador Badilla, se encontraba fuera en el momento de la votación.
10.1.8.- Expedientes Nº: 217-12 (3). Denunciado: Lic. Erick Martínez Trejos. Denunciante: Estrella Vargas Hidalgo. 
SE ACUERDA 2012-21-033 En razón de que existe conflicto de competencia, pues tanto el Juzgado Notarial como el Colegio se han declarado incompetentes por razón de la materia para conocer de los mismos hechos, se estima que lo procedente es remitir el expediente ante la Sala Primera, órgano competente para determinar cuál instancia es competente para conocer del presente asunto. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.1.9.- Expediente Nº: 060-12 (3). Denunciado: Luis Jiménez Cascante. Denunciante: De oficio (Fiscalía Adjunta del II Circuito de la Zona Sur Corredores) Rechazo de plano. 
SE ACUERDA 2012-21-034 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.1.10.- Expediente Nº: 166-11 (5). Denunciado: Lic. Carlos Redondo Campos. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal de Puntarenas). 
SE ACUERDA 2012-21-035 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo el expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.1.11.- Expediente Nº: 725-10 (5). Denunciada: Licda. Ligia Rodríguez Pacheco. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal del I Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2012-21-036 Reservar para el fondo del asunto la excepción de falta de derecho por no se ser de carácter previo; rechazar la excepción de prescripción interpuesta, declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto en contra del auto inicial de traslado de cargos, confirmar lo resuelto y ordenar la continuación del procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. El Dr. Gary Amador Badilla, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
10.1.12.- Expediente Nº: 325-08 (5) (FCA). 6581 (Archivo). Denunciados: Lic. Carlos Hernán Robles Macaya y Lic. Rodrigo Johanning Quesada. Denunciante: De oficio. 
SE ACUERDA 2012-21-037 declarar con lugar la solicitud del Lic. Rodrigo Johanning Quesada y reincorporarlo a partir de la notificación de la presente decisión, con todos los deberes y derechos inherentes a la condición profesional que ha recuperado, haciéndose la publicación correspondiente, los comunicados de rigor y modifíquense los controles que al efecto lleva el Colegio en general y la Fiscalía del Colegio en particular, con base en lo resuelto. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.1.13.- Expediente Nº: 585-11 (6). Denunciado: Lic. Jorge Antonio Cortés Salinas. Denunciante: Maureen Fuentes Camacho. 
SE ACUERDA 2012-21-038 Acoger el desistimiento y archivar el expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.1.14.- Expediente Nº: 193-12 (6). Denunciado: Lic. Miguel Herrera González. Denunciante: Lic. Sergio Navas Alvarado. 
SE ACUERDA 2012-21-039 rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.1.15.- Expediente Nº: 565-11 (6). Denunciado: Lic. Roberto Flores Monestel. Denunciante: De Oficio (Ministerio de Seguridad Pública). 
SE ACUERDA 2012-21-040 Rechazar el recurso de apelación planteado, confirmar lo resuelto y continuar con el procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. El Dr. Gary Amador Badilla, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
10.1.16.- Expediente número: 628-11 (6). Denunciado: Lic. Víctor Manuel Loría Guadamuz. Denunciante: De oficio (Juzgado de Trabajo II Circuito Zona Atlántica). 
SE ACUERDA 2012-21-041 Por avocación, declarar con lugar el recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el auto de inicio, y resolviendo por el fondo declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía. El Dr. Gary Amador Badilla, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
10.2.- ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

10.2.1.- Expediente N°: 010-12 (1). Denunciado: Lic. Álvaro Enrique Hernández Hernández  Denunciante: Xenia Sánchez Ramírez. 

SE ACUERDA 2012-21-042 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.2.- Expediente N°: 783-11 (1). Denunciada: Licda. Lydia Umaña Sánchez. Denunciante: Cruz Mary Vega Sánchez. 

SE ACUERDA 2012-21-043 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.3.- Expediente N°: 239-12 (1). Denunciado: Lic. Marco Cambronero Oviedo. Denunciante: Lic. Danilo Salinas Chaves. 

SE ACUERDA 2012-21-044 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.4.- Expediente N° 222-12 (2). Denunciado: Lic. Franklin Carrillo Cubero. Denunciante: Rodrigo Rodríguez Alvarado. 

SE ACUERDA 2012-21-045 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.5.- Expediente N° 204-12 (2). Denunciada: Licda. Rita María Herrera Durán. Denunciante: Javier Varela Rojas. 
SE ACUERDA 2012-21-046 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.6.- Expediente N° 754-11 (2). Denunciada: Licda. Ana Cristina Benavides Campos. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de San Joaquín). 
SE ACUERDA 2012-21-047 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.7.- Expediente N° 028-12 (2). Denunciado: Lic. Rafael Eliécer Cascante Arias. Parte Denunciante: Raymond M. Lavelle y Claudette M. Lavelle. 

SE ACUERDA 2012-21-048 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.8.- Expediente N° 747-11 (2). Denunciado: Lic. José Alberto Villalobos Salas. Denunciante: Ana María Espinoza Ramírez. 

SE ACUERDA 2012-21-049 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.9.- Expediente Nº: 080-12 (3). Denunciado: Lic. Juan Gerardo Sanabria Rojas. Denunciante: Eugenia Estrada Male. 
SE ACUERDA 2012-21-050 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.10.- Expediente Nº: 173-12 (3). Denunciado: Lic. Audrys Esquivel Jiménez. Denunciante: Mariano Vargas Caravaca. 

SE ACUERDA 2012-21-051 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.11.- Expediente Nº: 184-12 (3). Denunciado: Lic. Francis Porras León. Denunciante: María Teresa Campos Pérez. 

SE ACUERDA 2012-21-052 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.12.- Expediente Nº: 213-12 (3). Denunciada: Licda. Margarita del Carmen Obregón Cerda. Denunciante: María Susana Urbina. 
SE ACUERDA 2012-21-053 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.13.- Expediente Nº: 223-12 (3). Denunciados: Lic. Mario Montoya Murillo y Lic. Minor Cerdas Monge. Denunciante: Dinorah Godínez Guzmán. 

SE ACUERDA 2012-21-054 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.14.- Expediente Nº: 241-12 (3). Denunciado: Lic. Marco Calvo Amador. Denunciante: Zoila Verónica Gaitán Quintero. 

SE ACUERDA 2012-21-055 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.15.- Expediente Nº: 093-12 (3). Denunciado: Lic. Juan Carlos Fonseca Herrera. Denunciante: Alfredo Cruz Rodríguez. 

SE ACUERDA 2012-21-055 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
10.2.16.- Expediente Nº: 238-12 (6). Denunciado: Lic. Andrés Pérez González. Denunciante: Antonio Bolívar Sánchez Cañete. 
SE ACUERDA 2012-21-056 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
Al ser las veinte horas con treinta y ocho minutos se da por finalizada la sesión. 
     Dr. Gary Amador Badilla     
                               Licda. Rosibel Jara Velásquez
                 Presidente                                                                          Secretaria[image: image1.png]
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